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			Presentación


			En su visión de consolidarse como un referente académico nacional y regional en la formación integral de las personas, la Pontificia Universidad Católica del Perú ha decidido poner a disposición de la comunidad la colección jurídica «Lo Esencial del Derecho».


			El propósito de esta colección es hacer llegar a los estudiantes y profesores de derecho, funcionarios públicos, profesionales dedicados a la práctica privada y público en general, un desarrollo sistemático y actualizado de materias jurídicas vinculadas al derecho público, al derecho privado y a las nuevas especialidades incorporadas por los procesos de la globalización y los cambios tecnológicos.


			La colección consta de cien títulos que se irán publicando a lo largo de varios meses. Los autores son en su mayoría reconocidos profesores de la PUCP y son responsables de los contenidos de sus obras. Las publicaciones no solo tienen calidad académica y claridad expositiva, sino también responden a los retos que en cada materia exige la realidad peruana y respetan los valores humanistas y cristianos que inspiran a nuestra comunidad académica.


			Lo Esencial del Derecho también busca establecer en cada materia un común denominador de amplia aceptación y acogida, para contrarrestar y superar las limitaciones de información en la enseñanza y práctica del derecho en nuestro país.


			Los profesores de la Facultad de Derecho de la PUCP consideran su deber el contribuir a la formación de profesionales conscientes de su compromiso con la sociedad que los acoge y con la realización de la justicia. 


			El proyecto es realizado por la Facultad de Derecho de la PUCP bajo los auspicios del equipo doctoral. 


		




		

			Introducción


			En la historia de los pueblos, la religión ha sido la motivación para las acciones más nobles, pero también ha sido objeto de las más atroces injusticias que ha vivido la humanidad porque se la ha instrumentalizado o violado y, como consecuencia, se ha atentado contra la dignidad de las personas.


			Es por ello que la comunidad internacional y los Estados, especialmente después de la Segunda Guerra Mundial, en los principales documentos jurídicos han reconocido a la libertad religiosa como un derecho humano y fundamental, protegiendo y regulando el fenómeno religioso que se deriva del ejercicio de esa libertad.


			Teniendo como marco ese contexto, el presente texto tiene como finalidad ser un instrumento para conocer el derecho eclesiástico del Estado peruano, que es el área del ordenamiento jurídico que tiene como contenido específico a la libertad religiosa y los asuntos que se relacionan con ella.


			El trabajo está dividido en cinco capítulos que siguen un método deductivo: desde los conceptos más generales llegaremos a comprender la importancia de los hechos o actos jurídicos específicos que forman parte de esta disciplina.


			En cada uno de los capítulos no agotaremos todo el contenido que se anuncia con el título respectivo porque la finalidad es que el lector identifique los principales temas de esta área del derecho y tenga una visión en lo posible completa y ordenada.


			Los capítulos terminan con un breve resumen y algunas conclusiones. Siguiendo ese proceder, luego de las conclusiones brindamos un cuadro resumen del derecho eclesiástico peruano en las constituciones del Perú, acompañado de un anexo que tiene los principales documentos mencionados en el trabajo. 


			En la preparación del contenido de este texto hemos tomado en consideración los principales hechos de la historia universal y la historia constitucional peruana para una mejor comprensión de la importancia y el significado del presente en lo que se refiere al derecho eclesiástico.


			También nos hemos servido de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional peruano, de la Corte Europea y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y la bibliografía que se encuentra al final del presente escrito.


			Esperamos que este trabajo sea un estímulo para conocer y profundizar el derecho eclesiástico peruano y saber de la importancia que tiene para la consolidación de la democracia y la garantía de los derechos humanos en nuestro país.


		




		

			Capítulo 1
Nociones fundamentales sobre derecho eclesiástico del Estado


			1.	Concepto de derecho eclesiástico del Estado


			El derecho eclesiástico es el derecho del Estado peruano que regula el fenómeno religioso individual y colectivo que incide en la comunidad política peruana.


			El derecho eclesiástico del Estado peruano es el área del ordenamiento jurídico que se caracteriza porque tiene como contenido principal el reconocimiento y la garantía del derecho de la libertad religiosa.


			Como disciplina jurídica comprende, en virtud de su contenido principal, el reconocimiento y garantía de la libertad de pensamiento y de la libertad de conciencia, el reconocimiento y regulación de las comunidades religiosas en el Estado, el régimen de las minorías religiosas en el ordenamiento internacional y la obligación del Estado respecto a ese colectivo, el sistema de relación entre las iglesias y el Estado, entre otros tópicos legales que tratan los alcances del fenómeno religioso en el derecho.


			Su estudio abarca no solo lo dispuesto sobre la materia religiosa en el derecho constitucional peruano, sino también lo contemplado a este respecto en los tratados y demás documentos sobre los derechos humanos, la jurisprudencia constitucional e internacional y lo que se desarrolla y profundiza en la doctrina jurídica sobre esta materia.


			Ahora bien, es oportuno mencionar y recordar que el derecho eclesiástico del Estado, como todo derecho del Estado, regula lo que incide en las relaciones sociales de los ciudadanos. Es decir, en nuestro caso, el Estado solo regula el fenómeno religioso o la materia religiosa en tanto que incide en la vida social y no se refiere a la materia religiosa en cuanto tal, en sí misma considerada.


			Por el derecho eclesiástico no se definirá a una religión, ni menos a la divinidad o a la doctrina que forma parte de la relación entre la persona y su dios, sino que se regulará el fenómeno religioso que afecte a la vida social de la comunidad política.


			1.1.	El derecho eclesiástico y el derecho canónico


			Originariamente, el derecho eclesiástico es el «derecho religioso» o el derecho sobre la Iglesia o iglesias, porque el adjetivo «eclesiástico» proviene del término griego y latín que significa «perteneciente o relativo a la Iglesia».


			Es un término que se comienza a utilizar a partir del siglo XVI en los principados alemanes protestantes (cristianos no católicos), en donde el derecho sobre lo religioso no se produce por la autoridad del Papa o de los obispos, sino por la autoridad política (los príncipes alemanes protestantes) en virtud de un pretendido derecho sobre lo sagrado dentro de sus dominios o principados.


			Posteriormente, se ampliará el concepto hasta comprender todo el derecho que el Estado produzca por cualquier título y por cualquiera de sus órganos sobre el ámbito de la libertad religiosa y sobre la esfera concerniente a la comunidad religiosa (iglesias, confesiones).


			Sin embargo, no se puede ignorar que el término induzca a un equívoco, porque eclesial o eclesiástico hacen referencia al término «iglesia» y hace suponer para muchos que sea la Iglesia católica, pero esta equivocación desaparece cuando se contrapone a la denominación «derecho canónico». En efecto, el derecho canónico es el derecho de la Iglesia católica: es el conjunto de normas que regulan su actividad y que provienen de su autoridad religiosa.


			Entonces, el derecho eclesiástico es el derecho del Estado y el derecho canónico es el derecho que pertenece a una religión que se llama Iglesia católica.


			1.2.	Términos frecuentes en el derecho eclesiástico del Estado


			El término «religión» o «religiones» es el objeto del derecho de libertad religiosa, aunque no está definido por el derecho. Etimológicamente o por su origen en la lengua latina, el término «religión» tiene relación con la creencia en las realidades transcendentes, los ritos y el comportamiento de las personas sobre la base de su relación con la divinidad.


			El derecho eclesiástico utiliza el término «religión» o «religiones» no solo para las religiones tradicionales, históricas y universalmente conocidas, sino también para las religiones más recientes.


			En este sentido, la Observación General 22 del Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas sobre el artículo 18 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) afirma que el término «religión» se aplica tanto para las religiones tradicionales como para las más recientes.


			El término «confesiones» se utiliza en cambio en las constituciones de los países para referirse a las religiones, tanto las más antiguas y conocidas como las más recientes. En algunos Estados, las leyes utilizan el término «entidades religiosas» para referirse tanto a las religiones como a las confesiones, comunidades religiosas o iglesias.


			Es importante señalar, además de lo mencionado, que el término «secta» no se utiliza para denominar a las nuevas religiones o confesiones recientes. Este término denota una carga despectiva indiscutible que se utiliza en cambio en la literatura penal de algunos países respecto a fenómenos asociativos considerados fuera del orden público.


			En los textos internacionales encontramos el término «minorías religiosas», que se refiere a las religiones que no son la religión mayoritaria de la población de un Estado.


			2.	Síntesis de la evolución histórica del derecho eclesiástico del Estado


			Es oportuno conocer la historia para comprender el presente, las soluciones y tareas pendientes o cuestiones por evitar en el momento actual. La historia del derecho eclesiástico a nivel universal es maestra sobre las relaciones entre el Estado y las religiones, sin desmedro de lo que nuestra historia nacional nos pueda enseñar.


			Veremos primero, en este apartado, la historia del derecho eclesiástico en el mundo occidental y luego la historia del derecho eclesiástico peruano a través de lo dispuesto por las constituciones de nuestro país.


			La historia del derecho eclesiástico del Estado se refiere a la relación entre el Estado y el fenómeno religioso principalmente en Europa, en donde la religión cristiana, a través del mensaje de su fundador, Jesucristo, será básicamente el criterio para diferenciar el poder político, denominado también «poder temporal» del Estado, del otro poder religioso llamado poder espiritual.


			La historia del derecho eclesiástico, en síntesis, se divide en siete etapas (Ferrer Ortiz, 2004, pp. 29-41). En cada etapa, la relación entre el poder temporal y el espiritual se caracteriza por una tensión entre ellas. A continuación, veremos las etapas propuestas por Ferrer.


			2.1.	El monismo y dualismo en la Edad Antigua


			En esta primera etapa, la relación del cristianismo con el poder político —es decir, con el imperio romano—, se caracteriza por dos momentos: el monismo y el dualismo.


			•	El monismo antiguo: se denomina monismo porque es una única autoridad la que detenta realmente el poder sobre las cuestiones políticas y religiosas. La existencia de las diferentes religiones y las autoridades religiosas respectivas dependen efectivamente de la autoridad política del imperio romano. El poder espiritual no es independiente del poder temporal, sino que aquel está absorbido por este último.


			•	El dualismo «cristiano»: a partir del mensaje de Jesucristo, se diferenciará por primera vez el poder temporal del poder espiritual como dos órdenes o poderes independientes que tienen competencia sobre dos cuestiones distintas, respectivamente: uno sobre los aspectos tributarios y políticos y el otro sobre los aspectos religiosos; es decir, sobre la relación del hombre con su dios.


			El mensaje de Jesucristo que recoge la literatura del derecho eclesiástico es el referente a la competencia o el poder que tiene el emperador romano sobre los impuestos que deben pagar los súbditos del imperio, lo que es diferente a la competencia que tiene la divinidad sobre sus seguidores.


			Las dos autoridades, el César y Dios, son entre ellos independientes y con cada uno respectivamente hay deberes que cumplir.


			El mensaje de Jesús al que hacemos referencia está recogido en los evangelios sinópticos; es decir: Mateo 22, 21; Marcos 12, 17; y Lucas 20,25 («Al César lo que es del César y a Dios lo que es de Dios»).


			2.2.	De las persecuciones al «cesaropapismo»


			En el imperio romano, durante los tres primeros siglos, el cristianismo fue al inicio prohibido y perseguido, luego tolerado a través de un régimen de libertad para ejercitar su culto y, más tarde, en el siglo IV, declarado como la religión oficial del imperio.


			En esta etapa, dos son los documentos políticos dados por los emperadores del imperio romano que marcarán el inicio en la historia de la expansión y consolidación del cristianismo no solo como la religión oficial del imperio, sino también como la religión de la mayoría de Europa y de la mayoría del mundo occidental. Estos dos documentos fueron:


			•	El edicto de Milán del año 313, dado por Constantino y Licinio, con el que se ordena un régimen de libertad por el que a nadie se le niegue seguir o elegir la religión cristiana u otra religión.


			•	El edicto Cunctos populos del año 380, dado por Teodosio I, con el que se declaró al cristianismo como religión oficial del imperio.


			Ahora bien, con la declaración del cristianismo como religión oficial, las relaciones entre las autoridades del imperio y las autoridades cristianas se hicieron estrechas propiciando un intercambio de beneficios y reconocimientos que dieron lugar al «cesaropapismo».


			El «cesaropapismo» es la denominación que se da a la intervención de los emperadores en los asuntos de la Iglesia. En el oriente cristiano, el «cesaropapismo» duró hasta el siglo XV.


			2.3.	El dualismo gelasiano


			Esta etapa se refiere al intento del papa Gelasio I para reivindicar la autonomía e independencia del poder espiritual del poder político de los emperadores, recordando con otras palabras el mensaje del fundador del cristianismo, o sea reivindicando el dualismo proclamado por Jesucristo.


			Así pues, mediante una carta del papa Gelasio I al emperador de oriente, Anastasio I, el año 494, se expresa el dualismo en términos de principios: «Hay dos principios, emperador Augusto, por los cuales principalmente se rige el mundo: la autoridad sagrada de los pontífices (de los papas) y la potestad real» (Falcón & otros, 1976, p. 23; citado en Ferrer, 2004, p. 32).


			2.4.	El hierocrastismo medieval 


			En la Edad Media, la tensión entre el poder político y el poder espiritual se caracteriza por una posición contraria al cesaropapismo e incluso más acentuada respecto a la primacía de uno de los dos poderes sobre el otro; en este caso, de la primacía del poder espiritual sobre el temporal.


			Esta etapa comienza con el papa Gregorio VII, en el siglo XI, con la afirmación de que el papa es la cabeza de la cristiandad; es decir, de todos, incluido el emperador que también era cristiano, como también lo era el viejo mundo, la Europa de ese tiempo. Esta afirmación se hace sobre argumentos que sostienen la superioridad del poder espiritual sobre el temporal, que básicamente residen en que Dios es el origen del que deriva el poder.


			El «hierocratismo» llega a su expresión más radical en el siglo XIV con la Bula Unam Sanctam del papa Bonifacio VIII, en el año 1302. En ese documento papal se afirma la absoluta supremacía del poder espiritual sobre el poder temporal y se define que es de absoluta necesidad para la salvación el estar sometido al «romano pontífice» (al papa).


			2.5.	La reforma protestante en el siglo XVI 


			La reforma es un movimiento religioso que se inició en Alemania en el siglo XVI por el sacerdote y monje alemán Martín Lutero y que, con Ulrico Zwinglio y Juan Calvino, entre otros, se extendió al resto de Europa.


			Con la reforma se dio lugar a la formación de las iglesias protestantes; es decir, iglesias cristianas que no reconocen la jerarquía del papa como cabeza de la cristiandad y que tampoco reconocen parte de la que, a partir de ese momento, denominamos doctrina cristiana católica, porque cada una de ellas —las iglesias protestantes— tiene su doctrina.


			La reforma critica, entre otros asuntos, la venta de indulgencias y el desconocimiento de la Biblia por parte del pueblo cristiano, por esto propone su difusión a través de la imprenta y la traducción del griego-latín a las lenguas vernáculas o lenguas propias de un país, así como también su libre interpretación.


			Esta etapa se caracteriza por las guerras de religión que enfrenta a los Estados que se definen católicos por un lado y protestantes por el otro, lo que contribuirá a crear el concepto de Estado confesional, característica religiosa del Estado o que identifica a uno por la religión que tiene.


			Las guerras de religión acaban con la paz de Westfalia en 1648, con la cual se reconoce a los Estados confesionales (luteranos y calvinistas) que profesaban una religión distinta a la religión católica, que era la que dominaba el continente europeo a través del imperio romano-germánico, consolidándose el principio cuius regio illius religio, que permitía, desde 1555, a cada príncipe, imponer su religión a los súbditos de su reino.


			2.6.	El regalismo


			Nombre que recibe el tipo de relaciones entre la Iglesia católica y los Estados católicos europeos de la Edad Media; es decir, Francia, Italia, Alemania y Austria. En el imperio español, alcanzó su máxima expresión con los Borbones en el siglo XVIII.


			El núcleo del sistema regalista, sobre todo en las etapas más tardías de su desarrollo, se basó en el origen divino del poder de los monarcas: el llamado derecho divino de los reyes.


			La doctrina católica ha afirmado siempre el origen divino del poder y los teóricos del absolutismo regalista afirmaban que había sido confiado directa e inmediatamente por Dios al soberano. Con ello, al mismo tiempo que se reforzaba el absolutismo o la intervención sin límites de los reyes en los asuntos políticos, se daba al poder real un título sagrado que legitimaba su intervención también en los asuntos religiosos.


			2.7.	El pensamiento ilustrado y el separatismo liberal del siglo XVIII


			Entre otras causas, los excesos del absolutismo provocaron, en lo referente a la religión, una respuesta por parte de los pensadores de la Ilustración, que luego de las revoluciones se concretará en las declaraciones de derechos.


			Las declaraciones de derechos con las que se consagran los frutos de las dos grandes revoluciones —la americana y la francesa— en la historia de occidente incluyen también a la materia religiosa. En este sentido, constituyen la referencia jurídica de aquello que luego será parte del contenido del derecho de la libertad religiosa.


			En el caso americano, es el artículo 16 de la Declaración de Derechos de Virginia (del 12 de junio de 1776) el referente a la materia religiosa, el cual sostiene que:


			La religión, o el deber que tenemos para nuestro creador, y la manera de cumplirlos, solo pueden regirse por la razón y la convicción, no por la fuerza o la violencia; en consecuencia, todos los hombres tienen igual derecho al libre ejercicio de la religión, de acuerdo con el dictamen de su conciencia, y que es deber recíproco de todos el practicar la paciencia, el amor y la caridad cristiana con el prójimo.


			En Francia, la Asamblea Nacional aprobó, en el artículo X de la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano (de 1789), lo siguiente: «Nadie debe ser incomodado por sus opiniones, inclusive religiosas, siempre y cuando su manifestación no perturbe el orden público establecido por la ley».


			En ambos casos, el americano y el francés, con el reconocimiento de la religión como derecho del ciudadano se iniciará el camino que llevará a la afirmación de que el Estado no tiene religión.


			En el primer caso, la característica de pluralismo cristiano que caracterizaba a las colonias tendrá como consecuencia que los fundadores de los Estados Unidos no eligiesen a una religión como la religión del Estado. Aunque esto quedará aún más claro con la Primera Enmienda de la Constitución americana.


			En el caso francés, la separación entre las confesiones y el Estado será evidente recién a partir de 1905.


			La declaraciones de derechos del siglo XVIII y el contexto revolucionario que los acompañó serán el referente ideológico de los movimientos revolucionarios y de independencia de las colonias hispanoamericanas; aunque, como veremos más tarde, en nuestro país la libertad religiosa y la separación entre el Estado y la religión católica solo se dará en la segunda mitad del siglo XX.


			3.	Las fuentes del derecho eclesiástico del Estado 


			Con la frase «fuentes del derecho eclesiástico» se indica el procedimiento a través del cual se producen válidamente normas jurídicas que regulan el fenómeno religioso. Estas tienen el rasgo de obligatoriedad que caracteriza a toda norma legal y por eso tienen también la característica de ser impuestas legítimamente mediante los instrumentos de coacción del Estado.


			Las fuentes del derecho eclesiástico pueden clasificarse sobre la base de distintos criterios, en orden a la jerarquía de las normas y respecto a la competencia de los órganos que las producen, como sería el caso de las normas unilaterales o bilaterales.


			3.1.	Las fuentes del derecho eclesiástico peruano


			Desde un punto de visto jerárquico, las fuentes del derecho eclesiástico peruano son:


			•	La Constitución Política de 1993.


			•	La Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados de derechos humanos de los que el Perú es parte, entre otros:


			−	El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) de 1966.


			−	La Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969.


			•	El acuerdo entre la Santa Sede y la República del Perú de 1980.


			•	La ley 296351 de libertad religiosa y su reglamento, el decreto supremo 010–20112, como aquellas normas que se encuentran en diferentes instrumentos legales del ordenamiento del Estado sobre materia económica–tributaria, civil, laboral administrativa, educativa y penal.


			•	La jurisprudencia del Tribunal Constitucional peruano.


			En relación al origen de sus fuentes, tenemos dos categorías: el derecho eclesiástico unilateral y el convencional:


			•	Derecho eclesiástico unilateral: es el que proviene exclusiva y formalmente de la competente autoridad civil, bien del Estado o de sus cuerpos intermedios. Entre estas fuentes se encuentra la Constitución, las leyes, los decretos supremos y las normas de los gobiernos regionales y/o locales sobre la materia.


			•	Derecho eclesiástico convencional: es el que proviene de los acuerdos entre el Estado y las personas jurídicas, sea de derecho internacional o nacional, entre las cuales se encuentran los tratados y documentos internacionales de derechos humanos, los acuerdos o concordatos entre la Santa Sede y el Estado, así como los convenios o acuerdos entre las distintas confesiones y el Estado.


			4.	Los principios constitucionales del derecho eclesiástico en el Perú


			Los principios del derecho eclesiástico del Estado son los principios constitucionales que rigen la actuación del Estado y que constituyen la expresión jurídica de los valores supremos que este se propone realizar, promover y tutelar en relación con la específica materia religiosa.


			No son principios que se prediquen de la actuación, derechos y deberes del ciudadano, en tanto este es el destinatario y beneficiario del cumplimiento de los principios que contienen una idea o definición de Estado respecto a los derechos de las personas como respecto a la organización del mismo.


			La importancia de los principios del derecho eclesiástico se expresa en las siguientes funciones:


			•	Inspiran la actividad estatal (legislativa, administrativa o judicial) porque la orientan en la captación de las características típicas del hecho religioso y de las exigencias de un trato jurídico específico que la materia requiere en el ordenamiento jurídico.


			•	Dan unidad y coherencia al ordenamiento estatal respecto a la vida religiosa (individual o colectiva) de los ciudadanos.


			•	Cumplen la función de criterio de interpretación sobre las diversas normas relativas al factor religioso e incluso suplir las lagunas del ordenamiento jurídico a este respecto (Martín de Agar, 2003).


			El número de los principios no es igual en todos los Estados, aunque existe un cierto consenso respecto a los principios de libertad religiosa, igualdad religiosa, laicidad y cooperación (Ferrer Ortiz, 2004, p. 91). Otros añaden el principio de pluralismo (Prieto Sanchís, Iban & Motilla, 2004, p. 34) y el principio de tolerancia (González del Valle, 1991; citado por Prieto Sanchís, Iban & Motilla, 2004).


			En el Estado italiano y en el peruano se reconoce, junto al elenco tradicional de los cuatro principios, el de la supremacía de la persona respecto a la sociedad y al Estado; es decir, el principio de la dignidad humana expresamente afirmado en la Constitución peruana, el cual debe inspirar todos los actos del Estado (Landa, 2002, p. 123)3.


			En el ordenamiento jurídico peruano, los siguientes principios del derecho eclesiástico están reconocidos en la Constitución de 1993:


			•	El principio de dignidad de la persona en los artículos 1 y 3.


			•	El principio de libertad religiosa en el artículo 2, inciso 3.


			•	El principio de igualdad religiosa en el artículo 2, inciso 2.


			•	El principio de laicidad en el artículo 50.


			•	El principio de cooperación en el artículo 50.


			Los principios del derecho eclesiástico son principios del Estado peruano, que es un Estado unitario, organizado en el principio de separación de poderes que se ejercen con las limitaciones y responsabilidades que la Constitución Política y las leyes establecen; por esto, todo aquello que afirmemos del Estado afectará a todos y a cada uno de sus poderes, organismos e instituciones4.


			Los principios del derecho eclesiástico no tienen la misma importancia respecto a las obligaciones que debe cumplir el Estado tanto con la comunidad internacional como con la comunidad política nacional.


			A este respecto, los principios de la dignidad de la persona, de libertad religiosa y de igualdad religiosa son obligaciones del Estado que se encuentran no solo en la Constitución peruana, sino también en los tratados de derechos humanos de los que el Perú es parte.


			En cambio, los principios de laicidad y de cooperación, en tanto contienen una idea de Estado y de la importancia que le da la sociedad al factor religioso, corresponden a la decisión de cada pueblo y que se expresa en la Constitución. No existe pues, hasta el momento, una obligación internacional sobre el principio de laicidad ni sobre el principio de cooperación.


			Ahora bien, el principio esencial que identifica la actuación del Estado frente al fenómeno religioso es el principio de libertad religiosa, que no se confunde con el derecho fundamental de libertad religiosa (Ferrer Ortiz, 2004, p. 92).


			4.1.	El principio de la dignidad de la persona


			La dignidad de la persona es el valor superior dentro del ordenamiento jurídico, fin supremo del Estado y de la sociedad (artículo 1 de la Constitución), pilar de todos los derechos fundamentales y mínimo que todo ordenamiento debe respetar, promover y defender5.


			De la dignidad humana derivan todos los derechos de la persona (preámbulo del PIDCP). El Estado, al reconocer a la persona como su fin y no como medio, reconoce su valor, su dignidad y tiene la obligación de garantizar y promover el respeto efectivo de todos los derechos y libertades que son manifestación de la dignidad de la persona, entre las cuales se encuentra principalmente la libertad de conciencia y la libertad de religión6.


			Todo el Estado, en sus tres poderes, reconoce y debe reconocer la dignidad de la persona y, por tanto, los derechos y libertades que de ella derivan, porque:


			La dignidad humana es un principio rector de la política constitucional —indirizzo politico—, en la medida que dirige y orienta positiva y negativamente la acción legislativa, jurisprudencial y gubernamental del Estado. Positivamente, en la medida que todos los poderes y organismos públicos deben asegurar el desarrollo de la dignidad humana en los ámbitos del proceso legislativo, judicial y administrativo. Negativamente, en cuanto deben evitar afectar la dignidad humana a través de las leyes, resoluciones y actos administrativos que emitan; ya que todos los poderes públicos están vinculados directamente a la constitución en un sentido formal y material (Landa, 2002, p. 123; énfasis nuestro).


			El principio de la dignidad humana que limita la actuación del Estado se aplica independientemente de que la religión mayoritaria sea la asumida por muchos ciudadanos que trabajan como funcionarios del Estado, evitando el perjuicio y violación del respeto de la dignidad y el ejercicio de la libertad religiosa de todas y cada una de las personas.


			4.2.	El principio de libertad religiosa


			Una premisa para abordar este principio es que la libertad religiosa, además de ser un derecho humano y fundamental, es un principio de organización social porque contiene una idea o definición de Estado respecto a su actuación sobre la materia religiosa. Es decir, la libertad religiosa es un derecho de la persona y un principio del Estado.


			El principio de libertad religiosa es aquel por el cual el Estado reconoce su rol respecto al ejercicio de dicha libertad. Es la consecuencia o paso sucesivo del reconocimiento del derecho de libertad religiosa, que encuentra su sustento constitucional justamente en el mismo artículo en el que se enuncia el derecho fundamental de aquella libertad (artículo 2, inciso 3, de la Cconstitución de 1993) y en los tratados de derechos humanos donde el Estado la reconoce y se obliga a la inmunidad de coacción a este respecto.


			El principio de libertad implica tanto la prohibición de injerencias por parte del Estado en la formación y práctica de las creencias o en las actividades que las manifiesten, como también que genere las condiciones mínimas para que el individuo pueda ejercer su derecho a la libertad religiosa (expediente 00256-2003-HC/TC, fundamento 15).


			Ahora bien, la actuación del Estado frente al fenómeno religioso, según el principio de libertad religiosa, «no significa que la religión sea un bien público, ni mucho menos que satisfaga una función de cohesión política o de identificación nacional. Lo valioso no es la religión, sino el ejercicio de la libertad, la realización de la persona como ser religioso, que puede consistir tanto en una actitud creyente o de fe como en una postura agnóstica o atea» (Prieto Sanchís, Iban & Motilla, 2004, p. 28).


			A este respecto, Ferrer afirma que el principio de libertad religiosa, como principio primario definidor del Estado en materia religiosa, tiene las siguientes consecuencias:


			1) Contiene una idea esencial del Estado, como ente al servicio de la primacía de la dignidad de la persona y, en particular, de su ámbito de racionalidad y conciencia; 2) el Estado se considera radicalmente incompetente como sujeto capaz de respuesta alguna ante el acto de fe y la práctica religiosa; 3) el Estado no puede obligar a ninguno de sus ciudadanos a declarar sobre su religión o creencia; 4) como la fe es libre de Estado (principio de libertad religiosa), el Estado no es límite del derecho de libertad de sus ciudadanos, sino garante de su máxima extensión; la mayor libertad posible y la mínima restricción necesaria; 5) no cabe forma alguna de confesionalidad: ninguna confesión o fe religiosa podrá ser asumida como propia por el Estado; y 6) en cuanto a la regulación jurídica del factor religioso, los demás principios […] dependen del de libertad religiosa en aspectos esenciales de su contenido y de su operatividad (Ferrer Ortiz, 2004, p. 97).


			En efecto, los demás principios del derecho eclesiástico —salvo el de dignidad de la persona, que es el fundamento de todos los principios del Estado y de los derechos— deben considerarse como un desarrollo de las dimensiones enunciadas o consecuencias del principio de libertad religiosa.


			El principio de igualdad religiosa y el de laicidad constituyen un corolario de la obligación de no interferir ni concurrir al acto de fe, mientras el principio de cooperación responde a esa concepción positiva de la libertad que obliga a los poderes públicos a favorecer su ejercicio (Prieto Sanchís, Iban & Motilla, 2004, p. 28).


			4.3.	El principio de igualdad religiosa


			El principio de derecho eclesiástico de igualdad religiosa es la aplicación específica en la materia religiosa del principio-derecho de igualdad que obliga a que el Estado reconozca a todas las personas en un plano de equidad sin discriminación por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquiera otra índole con alcance general.


			Con respecto a las facetas del principio-derecho de igualdad, si el principio de igualdad religiosa es una manifestación del principio general, se le aplicarán con la misma intensidad las dos facetas de aquel: igualdad religiosa ante la ley y en la aplicación de la ley (expediente 0004-2006-PI/TC, fundamentos 123-124; expediente 02593-2006-HC/TC, fundamento 5).


			El principio de igualdad religiosa exige que el Estado no discrimine a los individuos o grupos en razón de sus opciones de orden confesional y esto en dos sentidos: en cuanto a la libertad religiosa, que no puede ser reconocida a unos y negada (o restringida) a otros, según la religión que profesen; y en relación a los derechos en general (sociales, políticos, sindicales, etcétera), cuyo reconocimiento y disfrute no puede ponerse en dependencia de la adscripción religiosa.


			En este sentido, el Tribunal Constitucional peruano nos explica lo que implica la proscripción o prohibición de discriminación por motivos religiosos incluso en los candidatos a cargos o funciones públicas: 


			El principio de no discriminación (en materia religiosa) establece la proscripción de un trato que excluya, restrinja o separe, menoscabando la dignidad de la persona e impidiendo el pleno goce de los derechos fundamentales. Este es aplicable a la diferenciación no justificable en el ámbito laboral, educativo, etc., o al desempeño de cargos o funciones de naturaleza pública que estén condicionados a la adhesión o no adhesión a una filiación religiosa (expediente 0611-2009-PA/TC, citando el expediente 03283-2003-AA/TC, fundamento 19).


			Entonces, el Estado debe tratar a todos bajo su igual condición de personas y ciudadanos, no por su condición de fieles o adeptos de tal o cual religión (Martín de Agar, 2003).


			Ahora bien, el principio de igualdad no es la negación de tratamiento diferenciado: «[…] es por ello que la inconstitucionalidad de una disposición con carácter especial no se deduce de su condición de norma sui géneris, es decir, porque regule una situación específica, sino de su contenido discriminatorio o no» (sentencia del expediente 031-2004-AI/TC, Máximo Yauri Salazar y más de cinco mil ciudadanos, fund. 7; expediente 0002-2005-AI/TC, fundamento 82). Es decir, en la comprensión de este principio se debe tomar en cuenta que igualdad no significa uniformidad. Por ello, a efectos de determinar si en un caso concreto se está frente a un quiebre del principio-derecho de no discriminación o de igualdad religiosa, habrá que, en primer término, determinar si se está frente a un trato desigual sobre la base de justificaciones objetivas y razonables, o si es un trato desigual arbitrario, caprichoso e injustificado y, por tanto, discriminatorio (expediente 611-2009-PA/TC, fundamento 22).


			En la comunidad internacional de la que forma parte el Estado peruano, la declaración sobre la eliminación de todas las formas de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones, proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 25 de noviembre de 1981, da una guía en la interpretación y garantía del principio de igualdad y no discriminación por motivos de religión:


			Artículo 4 de la declaración de 1981:


			1. Todos los Estados adoptarán medidas eficaces para prevenir y eliminar toda discriminación por motivos de religión o convicciones en el reconocimiento, el ejercicio y el goce de los derechos humanos y de las libertades fundamentales en todas las esferas de la vida civil, económica, política, social y cultural.
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